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León, Guanajuato, a 8 ocho de diciembre del año 2008 dos mil ocho. 
V i s t o s  los autos del proceso administrativo identificado con el número 296/2008-JN, promovido por el ciudadano Agustín Salazar Gómez; y,. . . . . . . . .
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que le fue notificado al actor el acto impugnado, toda vez que el mismo manifiesta que del mandamiento de ejecución impugnado tuvo conocimiento el día 3 tres de octubre del 2008 dos mil ocho, fecha en la que se ejecutó dicho mandamiento; sin que de los autos de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia del acto impugnado, consistente en el mandamiento de ejecución de fecha 8 ocho de septiembre del año 2008 dos mil ocho, respecto del crédito número 3703124502 -tres-siete-cero-tres-uno-dos-cuatro-cinco-cero-dos; se encuentra debidamente acreditada en autos con la copia al carbón de dicho documento, la que fue admitida a la parte actora como prueba de su parte y además fue reconocido por la Dirección de ingresos a través de su Directora, al rendir su contestación; documental que merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78, 119 y 121, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
CUARTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


La autoridad demandada manifiesta que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que refiere que el actor no demuestra que se afecten sus intereses jurídicos, al no desprenderse de sus conceptos de impugnación ningún razonamiento tendiente a demostrar el perjuicio a sus derechos subjetivos. . . . . . .

No tiene razón la Directora de Ingresos al exponer su argumento, pues no expone razonadamente porqué estima que de los conceptos de impugnación que se plantearon por la parte actora, en su escrito de demanda, no se desprende ningún perjuicio a sus derechos subjetivos; pues no basta, para que se actualice una causal, que se realice una afirmación, sino que es necesario argumentar y demostrar jurídicamente la validez de dicha afirmación, lo que no hace la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Sin embargo, no obstante lo anterior, de oficio, por ser una cuestión de orden público, este Juzgador estima que en el caso concreto, sí se actualiza la causal señalada en la fracción I, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que efectivamente en el presente caso, no se afecten los intereses jurídicos de la parte actora, conforme a lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El demostrar la afectación al interés jurídico, constituye un requisito de procedibilidad en el proceso administrativo, por lo que éste solamente puede interponerse, por quienes sean los titulares de un derecho subjetivo de carácter administrativo, que esté reconocido o protegido a favor de la parte actora por un precepto jurídico, que resulte afectado con un acto de autoridad; en este caso, municipal y que así se acredite en la demanda; ello, en congruencia a lo establecido por el segundo párrafo, del artículo 206-A, de la vigente Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, que a la letra dice: . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 206-A.- Los actos y resoluciones dictadas por el Ayuntamiento. . . . . . . . .
"Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el Presidente Municipal y por las dependencias y entidades de la Administración Pública Municipal podrán ser impugnados ante los Juzgados Administrativos Municipales cuando afecten intereses de los particulares.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Conforme al señalado artículo, se debe concluir que para la procedencia del proceso administrativo, es un requisito “sine qua non” que la parte actora acredite que tiene interés jurídico, el cual para efectos del mismo, se traduce en la existencia de un acto personal y directo que implique la violación de un derecho subjetivo tutelado por una ley, decreto, reglamento, resolución, contrato u otra disposición administrativa, a favor del actor, ocasionándole un perjuicio. . . . . . . . . 

Así las cosas, el proceso en la presente causa administrativa, lo interpone el ciudadano Agustín Salazar Gómez, por su propio derecho; sin embargo de la lectura integral del acto impugnado, esto es, el mandamiento de ejecución del 8 ocho de septiembre del 2008 dos mil ocho, se advierte que el mismo se encuentra emitido a Antonio Arróniz, y no a nombre del actor; por lo que dicho mandamiento no le afecta en su esfera de derechos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Asimismo, el domicilio del bien inmueble que el actor acredita que adquirió, no coincide con el domicilio contenido en el referido mandamiento de ejecución; pues mientras que la escritura pública presentada por el actor, número 7,170 siete mil ciento setenta, de fecha 24 veinticuatro de octubre del 2006 dos mil seis, ante la fe del notario público número 3 tres, de esta ciudad, Licenciado Carlos Ontiveros Romo, señala que el inmueble objeto de la compraventa por parte del actor, se ubica en la calle Circuito del Centauro, número 102 ciento dos, esquina andador Ceres, del fraccionamiento Popular Anaya; en tanto que el domicilio del inmueble referido en el mandamiento de embargo se ubica en calle Andador Ceres números 101-103 ciento uno-ciento tres, de la colonia Popular Anaya, de esta ciudad; por lo que no coinciden ambos domicilios; y en consecuencia no existe certeza de que se trate del mismo inmueble; además de que el actor lo adquirió de una persona diversa del que se menciona en el mandamiento; pues dicho documento se emitió a Antonio Arróniz, en tanto que en la escritura pública aportada, el inmueble lo adquirió el actor de una persona llamada Salvador Arróniz Guevara. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luego entonces, no acredita el actor en este proceso, ser el  propietario precisamente del inmueble mencionado en el mandamiento de ejecución; llegando este Juzgador a la conclusión de que no se acredita el interés jurídico que tiene el ciudadano Agustín Salazar Gómez, para impugnar en la presente causa administrativa, aunado a que no aportó algún otro elemento de convicción con el cual demostrar el interés jurídico que le asiste, ya que no es suficiente su sola manifestación de que es propietario del inmueble objeto del embargo trabado por la autoridad administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por lo anterior, en la especie no se acredita afectación a algún derecho subjetivo del ciudadano en comento, máxime que el actor no justifica de forma alguna que sea el propietario del inmueble respecto del cual se ordenó el mandamiento de ejecución y su embargo, -calle Andador Ceres números 101-103 ciento uno-ciento tres, de la colonia Popular Anaya, de esta ciudad- por lo que carece de interés jurídico en el presente asunto y no está en aptitud de solicitar la nulidad del acto impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En virtud de todo lo antes expresado y, además, al conceptualizar la doctrina en materia administrativa, al interés jurídico como el: "Derecho subjetivo de carácter administrativo"; y el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Practica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Cuarta Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la página 48, define el derecho subjetivo de carácter administrativo como: “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que regula la actividad de la autoridad administrativa y limita su poder.” Se tiene que en la presente causa administrativa, no se cumple con el requisito “sine qua non” de que la parte actora acredite que tiene interés jurídico, previsto en el ya señalado artículo 206-A, párrafo segundo, de la vigente Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, para la procedencia del proceso administrativo; por lo que al quedar determinado que en la presente causa administrativa, no se demostró que el acto impugnado afecta el interés jurídico de la parte actora, se actualiza la hipótesis de improcedencia prevista en la fracción I, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, por lo que es procedente decretar el sobreseimiento del presente proceso administrativo, con sustento en lo establecido por el artículo 262, fracción II, del mismo Código. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Sirve además de sustento el criterio que sostiene la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 146, de la publicación “Criterios 2000-2006”, que a la letra señala: . . . . .
“INTERÉS JURÍDICO.- CONCEPTO.-  En los artículos 54 primer párrafo, 57 fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato se prevé como un presupuesto procesal la existencia del interés jurídico. Este interés para acudir al juicio de nulidad, deriva de un acto de autoridad que desconoce el derecho subjetivo de un particular, y en virtud de lo cual este último, al sentirse afectado, acude a la instancia jurisdiccional. Es claro que para que el interés jurídico nazca debe existir, en primera instancia, un derecho protegido por una norma y, posteriormente, su afectación. (Exp. 6.77/04. Sentencia de fecha 06 de julio de 2004. Actor: Adán Jorge Zúñiga Chávez.)” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- En virtud de que se actualiza una causal de improcedencia que trae como consecuencia el que se decrete el Sobreseimiento del presente proceso, no se estudian los conceptos de impugnación expresados por el actor, pues la actualización de la causa de improcedencia prevista en la fracción I, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato impide, conocer respecto del fondo del asunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los artículos 261, fracción I, 262, fracción II, 298 y 299, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
R E S U E L V E :
Segundo.- Se decreta el Sobreseimiento del presente proceso administrativo, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Cuarto de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

